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Acta Nro. 649 de diciembre 10 de 2009




Se decide la consulta de la sentencia dictada por el Juzgado Primero de Familia de Pereira el pasado 20 de agosto de 2009, en el proceso de jurisdicción voluntaria promovido por Fernando Villegas Hurtado, con el fin de obtener la interdicción judicial por demencia de Teresita de Jesús Villegas Hurtado.




ANTECEDENTES





Pidió el demandante que se declarara la interdicción judicial por causa de demencia de Teresita de Jesús Villegas Hurtado; que se le designara a él como curador; que se le eximiera de prestar caución y se ordenara la inscripción del fallo y se hicieran las publicaciones del caso. 
  



Para ello expuso, en síntesis, que es hermano de Teresita de Jesús, quien viene padeciendo un trastorno afectivo bipolar I que le impide representarse por sí misma; que ella dependía de su hermano Darío, pero él falleció el 14 de enero de 2008 y dada su expectativa de pensión de sobrevivencia es necesario representarla ante las diversas entidades; que se hace necesario velar por los intereses de Teresita, cuyos padres fallecieron; que es él quien en la actualidad cuida de su hermana y es persona plenamente capaz de administrar sus bienes propios y los de ella. 





Mediante auto del 2 de marzo de 2008 se admitió la demanda, se dispuso notificarle a la presunta interdicta y citar a los familiares cercanos; se decretaron las pruebas, entre ellas, la práctica de un dictamen médico, para lo que se ofició al Instituto Nacional de Medicina Legal; en ese mismo auto se dijo que la interdicción provisoria dependía de la información que el juzgado obtuviera de la vida anterior y de la conducta de la enferma. Practicadas las pruebas, el juzgado dictó sentencia en la que decretó la interdicción definitiva de Teresita de Jesús, designó a Fernando como curador, remitió la garantía y la confección del inventario a los artículos 82, 84 y 86 de la Ley 1306 de 2009, ordenó inscribir el fallo en el registro respectivo y notificar al público la decisión en los términos legales.




Cumplido el trámite en esta sede, incluyendo la recolección de algunas pruebas, se procede a decidir, previas las siguientes: 
  



CONSIDERACIONES
  

  

Se intenta mediante este proceso que se decrete la interdicción judicial por la enfermedad mental que padece Teresita de Jesús Villegas, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 649 y siguientes del Código de Procedimiento Civil.





Sobre la personalidad y comportamiento de la  enferma declararon Olga Rodríguez de Villegas y Octavio Villegas Hurtado, quienes dieron cuenta de sus deficiencias intelectuales, del trastorno que padece, de los cuidados que con ella se deben tener y de la incapacidad que le asiste para poder administrar hábilmente sus bienes.

  



Corrobora la anormal situación mental de Teresita de Jesús el examen médico practicado por el médico José Darío Patiño Gutiérrez en cumplimiento de lo ordenado por el numeral 3 del artículo 659 del C. P. Civil, en el que se concluyó que “Se trata de un trastorno originado en alteraciones genéticas y desencadenantes ambientales… El diagnóstico es de una enfermedad bipolar (maniaco-depresiva)”, cuyo “…pronóstico es desfavorable por la alta posibilidad de recaídas, aunque no es posible predecir en qué momento puedan aparecer, y al no haber un tratamiento que pueda disminuir tales recaídas, al ocurrir impulsividad, ideas de grandiosidad y comprometer el juicio, se pierde la capacidad para administrar bienes y disponer de ellos…”.




Contra dicho dictamen no se presentó objeción alguna dentro del término que para ello se otorgó, ni el Juzgado le formuló reparos.

Similar calificación es la que señala el documento de folio 36, expedido bajo juramento por un médico laboral. 
Aquél dictamen es claro, preciso y corresponde a la situación fáctica consignada en la demanda respecto de la enferma, lo que lo torna suficiente en esta instancia, como en su momento lo fue para la juez de primer grado, para que se concluya que Teresita de Jesús es incapaz de administrar y disponer libremente de sus bienes y requiere, por tanto, de la ayuda de una tercera persona que en ese sentido la reemplace.

  



El más indicado para ello es su hermano Fernando, quien en la actualidad le viene proporcionando los cuidados que necesita; su idoneidad no se ha puesto en tela de juicio y en él se supone un interés especial por el bienestar de su colateral, lo que lo faculta para demandar del Estado su protección y la posibilidad de administrar sus bienes, ya que en cumplimiento de lo dispuesto por  el artículo 545 del C. Civil, subrogado por el 8º de la Ley 95 de 1890, vigente para cuando se presentó la demanda, debe relevarse a la incapaz de dicha facultad, si bien la citada disposición, después de haber sido revisada su constitucionalidad en sentencia C-478 de 2003, enseñaba que “... El adulto que se halle en estado habitual de demencia ... será privado de la administración de sus bienes, aunque tenga intervalos lúcidos...”.


  


De manera que como a la misma deducción llegó el juzgado, la sentencia será confirmada, pero modificando el ordinal segundo en cuanto a la caución y el inventario, porque para la Sala el trámite que debe seguirse es el previsto en las normas que regían para cuando se entabló la demanda de interdicción, no sólo porque fue en vigencia suya que, además, se recaudaron las pruebas, particularmente la pericial, sino porque de atender lo prescrito en la normativa actual, esto es, la Ley 1306, faltaría determinar con precisión si la discapacidad es absoluta o relativa, porque de ello depende que se declare la interdicción, en el primer caso, o la inhabilitación, en el segundo, con consecuencias diversas para cada caso. 

   



En suma, pues, como el trámite en su mayoría se surtió bajo la égida de las normas que regulaban la interdicción por demencia antes de la vigencia de la Ley 1306, a su aplicación se estará para este caso específico.  
   



Si ello es así, para este caso concreto se eximirá al guardador de prestar caución, dado lo exiguo de los bienes de la interdicta que se reducen básicamente a la eventual pensión que se le llegue a reconocer. Y en lo relativo al inventario, por esa misma razón se reducirá en este evento a un apunte privado. 
   



No habrá condena en costas por la naturaleza del asunto.  

DECISIÓN

   



En armonía con lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia dictada por el Juzgado Primero de Familia de Pereira el pasado 20 de agosto de 2009, en el proceso de jurisdicción voluntaria promovido por Fernando Villegas Hurtado, con el fin de obtener la interdicción judicial por demencia de Teresita de Jesús Villegas Hurtado, pero MODIFICA el ordinal segundo para eximir de prestar caución al guardador, e imponerle la presentación de un apunte privado de bienes de la interdicta. 
   



Sin costas.

  



Cópiese y notifíquese





Los Magistrados,





JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
FERNÁN CAMILO VALENCIA LÓPEZ                      CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS 
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